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 12219 Sala Segunda. Sentencia 175/2006, de 5 de 
junio. Recurso de amparo 1257-2004. Promo-
vido por don José Laborda Yneva frente a la 
Sentencia de la Sala de lo Contencioso-Admi-
nistrativo del Tribunal Superior de Justicia de 
Aragón que inadmitió su demanda contra la 
Diputación General de Aragón sobre adjudica-
ción de contratos de consultoría y asistencia 
para el Centro de Documentación del Patrimo-
nio Aragonés.

 Vulneración del derecho a la tutela judicial 
efectiva (acceso a la justicia): acto administra-
tivo declarado firme y consentido por no haber 
impugnado judicialmente en su día la desesti-
mación presunta del recurso de reposición 
(SSTC 6/1986 y 188/2003). Voto particular.

La Sala Segunda del Tribunal Constitucional, com-
puesta por don Guillermo Jiménez Sánchez, Presidente, 
don Vicente Conde Martín de Hijas, doña Elisa Pérez Vera, 
don Eugeni Gay Montalvo, don Ramón Rodríguez Arribas y 
don Pascual Sala Sánchez, Magistrados, ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 1257-2004, promovido 
por don José Laborda Yneva, representado por el Procura-
dor de los Tribunales don Jorge Deleito García y asistido 
por el Letrado don Clemente Sánchez-Garnica Gómez, con-
tra la Sentencia de la Sección Tercera de la Sala de lo Con-
tencioso-Administrativo del Tribunal Superior de Justicia 
de Aragón, de 17 de septiembre de 2003, recaída en el 
recurso contencioso-administrativo núm. 169-2000, inter-
puesto contra la Resolución del Director General de Cultura 
y Patrimonio del Departamento de Cultura y Turismo de la 
Diputación General de Aragón, de 9 de agosto de 1999, 
sobre adjudicación de sendos contratos de consultoría y 
asistencia para el Centro de Documentación del Patrimonio 
Aragonés. Han comparecido y formulado alegaciones la 
Diputación General de Aragón, representada por el Letrado 
de la Comunidad Autónoma de Aragón don Manuel Gue-
dea Martín, y el Ministerio Fiscal. Ha actuado como Ponente 
el Magistrado don Vicente Conde Martín de Hijas, quien 
expresa el parecer de la Sala.

I. Antecedentes

1. Mediante escrito presentado en el Registro General 
de este Tribunal el día 27 de febrero de 2004, don Jorge 
Deleito García, Procurador de los Tribunales, en nombre y 
representación de don José Laborda Yneva, interpuso 
recurso de amparo contra la resolución judicial a la que se 
ha hecho mención en el encabezamiento de esta Sentencia.

2. En la demanda de amparo se recoge la relación de 
antecedentes fácticos que a continuación sucintamente 
se extracta:

a) El demandante de amparo en fecha 27 de sep-
tiembre de 1999 –y no el día 17 de septiembre, como erró-
neamente se dice en la Sentencia impugnada-presentó 
ante el registro general de la Diputación General de 
Aragón un escrito interponiendo recurso administrativo 
de reposición contra la Resolución del Director General de 
Cultura y Patrimonio del Departamento de Cultura y 
Turismo de la Diputación General de Aragón, de 9 de 
agosto de 1999, sobre adjudicación de sendos contratos 

de consultoría y asistencia técnica para el Centro de Docu-
mentación del Patrimonio Aragonés.

En fecha 19 de enero de 2000 la mesa de contratación 
emitió informe sobre el recurso interpuesto, en el que se 
rechazaban las alegaciones formuladas por el ahora 
demandante de amparo al no haber acreditado determi-
nados méritos.

b) Aunque la Administración demandada incumplió 
la obligación que ex art. 42.4 de la Ley 30/1992, de 26 de 
noviembre, de régimen jurídico de las administraciones 
públicas y del procedimiento administrativo común (LPC), 
en la redacción dada por la Ley 4/1999, de 13 de enero, 
pesaba sobre aquélla la de informar al demandante del 
plazo normativamente establecido para la resolución y 
notificación del procedimiento, indicando además la 
fecha en la que la solicitud había sido recibida, el ahora 
solicitante de amparo interpuso en fecha 4 de mayo de 
2000 recurso contencioso-administrativo contra la deses-
timación presunta por silencio administrativo del mencio-
nado recurso de reposición.

c) La Sección Tercera de la Sala de lo Contencioso-
Administrativo del Tribunal Superior de Justicia de 
Aragón, por providencia de 14 de julio de 2003, de 
acuerdo con lo dispuesto en el art. 65.2 de la Ley 29/1998, 
de 13 de julio, reguladora de la jurisdicción contencioso-
administrativa (LJCA), emplazó a las partes demandante 
y demandada para que en el plazo de diez días formula-
sen alegaciones sobre la posible extemporaneidad del 
recurso contencioso-administrativo.

d) La Sección Tercera de la Sala de lo Contencioso-Admi-
nistrativo del Tribunal Superior de Justicia de Aragón dictó Sen-
tencia en fecha 17 de septiembre de 2003, en la que se acordó la 
inadmisión del recurso contencioso-administrativo, de confor-
midad con lo establecido en el art. 69 e) LJCA, al estimar su 
extemporaneidad, ya que cuando se interpuso –4 de mayo de 
2000- había transcurrido el plazo de seis meses que establece el 
art. 46.1, en relación con el art. 128.1, ambos LJCA.

e) Siguiendo expresas instrucciones de la Sala en la 
diligencia de notificación de la Sentencia, el demandante 
de amparo mediante escrito de fecha 1 de octubre de 2003 
preparó en tiempo y forma recurso de casación.

La Sección Tercera de la Sala de lo Contencioso-Admi-
nistrativo del Tribunal Superior de Justicia de Aragón, por 
Auto de 3 de noviembre de 2003, declaró no haber lugar a 
tener por preparado recurso de casación por no por 
alcanzar el asunto la cuantía legalmente establecida para 
el acceso a la casación.

3. En la fundamentación jurídica de la demanda de 
amparo se invoca, frente a la Sentencia de 17 de septiem-
bre de 2003, la vulneración del derecho a la tutela judicial 
efectiva, en su vertiente de derecho de acceso al proceso 
(art. 24.1 CE):

a) Se argumenta al respecto que la Sala en la Sen-
tencia recurrida ha llevado a cabo una interpretación del 
art. 46.1 LJCA incompatible con el derecho fundamental 
invocado. En efecto, en la Sentencia se declara la inadmi-
sión del recurso contencioso-administrativo interpuesto 
en fecha 4 de mayo de 2000 contra la desestimación pre-
sunta por silencio administrativo del recurso de reposi-
ción interpuesto en fecha 27 de septiembre de 1999 contra 
la Resolución del Director General de Cultura y Patrimo-
nio del Departamento de Cultura y Turismo de la Diputa-
ción General de Aragón de 20 de agosto de 1999, en apli-
cación del art. 46.1, en relación con el art. 128.1, ambos 
LJCA, que dispone que si el acto recurrido no fuera 
expreso el plazo de interposición del recurso contencioso-
administrativo se contará a partir del día siguiente a aquél 
en que se produzca el acto presunto. De esta forma la Sala 
ha favorecido el incumplimiento por la Administración 
autonómica del deber de dar respuesta expresa a las soli-
citudes de los ciudadanos (art. 42.1 LPC, en la redacción 
dada por la Ley 4/1999, de 13 de enero), a la vez que obvia 
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las exigencias del art. 42.4 LPC, que establece la obliga-
ción de las Administraciones Públicas de informar a los 
interesados del plazo máximo normativamente estable-
cido para la resolución y notificación de los procedimien-
tos, así como de los efectos que puede producir el silencio 
administrativo, debiendo indicar además en la comunica-
ción que a tal objeto han de dirigir a los interesados den-
tro de los diez días siguientes a la recepción de la solicitud 
en el registro del órgano competente para su tramitación 
la fecha en la que la solicitud fue recibida en el registro 
general del órgano competente.

Tras referirse a la doctrina constitucional sobre el 
derecho a la tutela judicial efectiva en su vertiente de 
derecho de acceso al proceso (art. 24.1 CE), con cita y 
reproducción, entre otras muchas, de la STC 71/2001, de 
26 de marzo, el demandante de amparo sostiene que en 
aplicación de dicha doctrina ha de estimarse que la Sen-
tencia recurrida vulnera el mencionado derecho funda-
mental, al declarar la inadmisibilidad del recurso conten-
cioso-administrativo con base en una interpretación de la 
legalidad aplicable que no puede considerarse razonable, 
ni más favorable a la efectividad del derecho fundamental 
si se tiene en cuenta que se trata de un supuesto de silen-
cio administrativo y que la Administración demandada no 
ha cumplido las obligaciones del art. 42 LPC, en la redac-
ción dada por la Ley 4/1999, de 13 de enero.

En el presente caso la decisión judicial impugnada 
declara la inadmisibilidad del recurso contencioso-admi-
nistrativo por entender que, una vez producida la desesti-
mación presunta del recurso de reposición en fecha 27 de 
octubre de 1999, a partir del día siguiente a esta fecha 
empezó a computarse el plazo legal para interponer el 
recurso contencioso-administrativo, que es de seis meses 
(art. 46.1 LJCA), el cual ya había concluido el día 4 de 
mayo de 2000 –fecha en la que se interpuso el recurso 
contencioso-administrativo-, por lo que se aplica la causa 
de inadmisibilidad del art. 49 e) LJCA.

El demandante de amparo califica esta interpretación 
de la legalidad aplicable de manifiestamente irrazonable, 
rigorista y excesivamente formalista o desproporcionada 
en relación con los fines que preserva y los intereses que 
se sacrifica. En definitiva es contraria al principio pro 
actione, al no tener en cuenta el órgano judicial la obliga-
ción de la Administración de resolver expresamente las 
peticiones o recursos de los ciudadanos y, en consecuen-
cia, el derecho de éstos a recibir una respuesta expresa a 
sus peticiones y recursos, así como que la Administración 
tampoco cumplió en este caso con las exigencias forma-
les del art. 42.1 LPC, en la redacción dada por la Ley 4/
1999, de 13 de enero.

b) A continuación se razona en la demanda sobre la 
trascendencia del incumplimiento por parte de la Admi-
nistración de las exigencias formales del art. 42.4 LPC, en 
la redacción dada por la Ley 4/1999, de 13 de enero, en 
relación con el cómputo de los plazos para interponer 
recurso contencioso-administrativo en los supuestos de 
silencio administrativo negativo.

La Sala, al obviar el incumplimiento por la Administra-
ción de dichas exigencias formales, no ha tenido en 
cuenta que el cómputo del plazo del mes para resolver y 
notificar a que se refiere el art. 117.2 LPC, en la redacción 
dada por la Ley 4/1999, de 13 de enero, y, por lo tanto, 
para conocer el momento en que se produce el silencio 
administrativo, a los efectos previstos en el art. 46.1 y 4 
LJCA, no ha de partir de la fecha de entrada del escrito de 
reposición en el registro general de la Diputación General 
de Aragón, sino el de la fecha de su recepción por el 
órgano competente para resolverlo. De esta modo el 
plazo máximo para resolver y notificar, que, en este caso, 
es de un mes (art. 117.2 LPC), se ha de computar, en los 
procedimientos iniciados a solicitud del interesado, 
«desde la fecha en que la solicitud haya tenido entrada en 
el registro del órgano competente para su tramitación». 

Además es obligación de la Administración Pública comu-
nicar al interesado «la fecha en que la solicitud ha sido 
recibida por el órgano competente» (art. 42.2 LPC, en la 
redacción dada por la Ley 4/1999, de 13 de enero). Por lo 
tanto el plazo de un mes no se cuenta desde la fecha de 
entrada del escrito correspondiente en el registro general, 
sino desde la fecha en que dicho escrito ha sido recibido 
por el órgano competente para resolver, y, por ello, el 
plazo de seis meses para la interposición del recurso con-
tencioso-administrativo debe computarse a partir del día 
siguiente al transcurso de un mes desde que dicho órgano 
administrativo recibió el escrito, momento en que puede 
entenderse presuntamente rechazado el recurso de repo-
sición. En consecuencia en este caso no puede compu-
tarse el plazo de interposición del recurso contencioso-
administrativo desde el día 28 de octubre de 1999, sino 
desde el día siguiente a la fecha en que ha transcurrido el 
plazo de un mes desde que la Dirección General de Patri-
monio y Cultura de la Diputación General de Aragón reci-
bió el escrito de interposición del recurso de reposición 
de fecha 27 de septiembre de 1999. Fecha que en este 
supuesto no se puede conocer, al haber incumplido la 
Administración autonómica con su obligación de comuni-
carla al ahora recurrente en amparo, por lo que no puede 
considerarse extemporáneo el recurso contencioso-admi-
nistrativo interpuesto en fecha 4 de mayo de 2000.

En apoyo de sus tesis el demandante de amparo trae 
a colación determinada doctrina científica y jurispruden-
cial sobre la derogación explícita o implícita del art. 46.1 
LJCA por la nueva redacción que al art. 42 LPC le ha dado 
la Ley 4/1999, de 13 de enero, que califica de coherente 
con la jurisprudencia constitucional que a la luz de la Ley 
del procedimiento administrativo de 1956 equiparó el 
silencio administrativo a las notificaciones defectuosas 
(SSTC 6/1986, de 21 de enero; 3/2001, de 15 de enero; 17/
2001, de 26 de marzo). En definitiva, el demandante de 
amparo considera que no puede calificarse de razonable 
ni de más favorable a la efectividad del derecho funda-
mental la interpretación de la legalidad que computa el 
plazo para recurrir contra la desestimación presunta del 
recurso de reposición como si se hubiera producido una 
resolución expresa y notificada con todos los requisitos 
legales, máxime cuando la Administración no ha cum-
plido con las obligaciones que le impone el art. 42.2 LPC, 
en la redacción dada por la Ley 4/1999, de 13 de enero. 
Como se mantiene en las Sentencias de este Tribunal 
Constitucional que se acaban de mencionar, en todo caso 
podría haberse aplicado el criterio de equiparar este 
supuesto a la notificación defectuosa, de acuerdo con la 
nueva redacción que al art. 58.3 LPC ha dado la Ley 4/
1999, de 13 de enero, de modo que la interposición del 
recurso contencioso-administrativo en fecha 4 de mayo 
de 2000 no podía considerarse que se había efectuado 
una vez transcurrido el plazo legal establecido, al haber 
quedado necesariamente abierto dicho plazo como con-
secuencia de la inactividad de la Administración, por no 
haber comunicado al interesado la fecha de recepción del 
escrito de reposición por el órgano competente a los efec-
tos de poder computar los plazos para el silencio adminis-
trativo.

c) El demandante de amparo se refiere seguidamente 
a la trascendencia que a los mismos efectos presenta el 
incumplimiento por parte de la Administración de su deber 
de dictar resolución expresa en el recurso de reposición 
(art. 42.1 LPC, en la redacción dada por la Ley 4/1999, de 13 
de enero).

Tras aludir a la doctrina constitucional, según la cual 
no puede favorecer a la Administración el incumplimiento 
de su obligación de resolver las peticiones o recursos de 
los ciudadanos (SSTC 68/1998, de 21 de abril; 220/2003, 
de 15 de diciembre; 179/2003, de 13 de octubre; 188/2003, 
de 27 de octubre, entre otras), el demandante de amparo 
sostiene que en este caso, al haber optado el órgano judi-
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cial por la interpretación de la legalidad aplicable despro-
porcionada y menos favorable al derecho fundamental, la 
actuación administrativa ha de estimarse lesiva del dere-
cho a la tutela judicial efectiva, en su vertiente de derecho 
de acceso al proceso, ya que el incumplimiento por parte 
de la Administración demandada de la obligación legal de 
resolver de forma expresa el recurso de reposición inter-
puesto en fecha 27 de septiembre de 1999 (art. 42.1 LPC, 
en la redacción dada por la Ley 4/1999, de 13 de enero), de 
un lado, y del deber de comunicar al demandante los 
extremos previstos en el art. 42.4 LPC, en la redacción 
dada por la Ley 4/1999, de 13 de enero, de otro lado, ha 
permitido que la Administración se beneficiara de su pro-
pia irregularidad, colocándola en mejor situación que si 
hubiera cumplido con su deber de notificar con todos los 
requisitos legales.

Concluye la demanda suplicando del Tribunal Consti-
tucional que, tras los trámites pertinentes, dicte Sentencia 
en la que se otorgue el amparo solicitado y se declare la 
nulidad de la Sentencia de la Sección Tercera de la Sala de 
lo Contencioso-Administrativo del Tribunal Superior de 
Justicia de Aragón, de 17 de septiembre de 2003, retrotra-
yendo las actuaciones al momento anterior al de dictarse 
la mencionada Sentencia para que se pronuncie nueva 
Sentencia en la que no se inadmita por extemporáneo el 
recurso contencioso-administrativo.

4. La Sala Segunda del Tribunal Constitucional, por 
providencia de 21 de febrero de 2006, acordó admitir a 
trámite la demanda y, en aplicación de lo dispuesto en el 
art. 51 LOTC, dirigió atenta comunicación a la Sección 
Tercera de la Sala de lo Contencioso-Administrativo del 
Tribunal Superior de Justicia de Aragón, a fin de que, en 
plazo que no excediera de diez días, remitiese certifica-
ción o fotocopia adverada de las actuaciones correspon-
dientes al recurso núm. 169-2000, debiendo previamente 
emplazar a quienes hubieran sido parte en el procedi-
miento, a excepción del demandante de amparo, para 
que, si lo deseasen, pudieran comparecer en el plazo de 
diez días en este proceso.

5. Por diligencia de ordenación de la Secretaría de la 
Sala Segunda del Tribunal Constitucional, de 31 de marzo 
de 2006, se acordó tener por personado y parte en el pro-
cedimiento al Letrado de la Comunidad Autónoma de 
Aragón don Manuel Guedea Martín, en nombre y repre-
sentación de la Diputación General de Aragón, así como 
dar vista de las actuaciones recibidas a las partes perso-
nadas y al Ministerio Fiscal, por plazo común de veinte 
días, dentro de los cuales pudieron formular las alegacio-
nes que estimaron pertinentes, de conformidad con lo 
dispuesto en el art. 52.1 LOTC.

6. La representación procesal del recurrente en 
amparo evacuó el trámite de alegaciones conferido 
mediante escrito registrado en fecha 5 de mayo de 2006, 
en el que se remitió y dio por reproducidas las efectuadas 
en la demanda.

7. El Letrado de la Comunidad Autónoma de Aragón, 
en nombre y representación de la Diputación General de 
Aragón, evacuó el trámite de alegaciones conferido 
mediante escrito registrado en fecha 8 de mayo de 2006, 
en el que, con base en la argumentación que a continua-
ción se resume, se opuso a la estimación de la demanda 
de amparo.

En su opinión el órgano judicial, al inadmitir por 
extemporáneo el recurso contencioso-administrativo, se 
ha limitado a cumplir la vigente legislación procesal, en 
concreto los arts. 46.1 y 128.1 LJCA, siendo imputable a la 
falta de diligencia del recurrente o de su dirección letrada 
la interposición fuera de plazo del recurso contencioso-
administrativo, de modo que no existe error alguno impu-
table a la Administración de Justicia que permita el juego 

del principio pro actione en la interpretación y aplicación 
de la ley procesal.

De haberse privilegiado el error del recurrente se pro-
duciría una quiebra del principio de igualdad de partes, al 
ampliarse el plazo de caducidad que constituye el presu-
puesto procesal del ejercicio de la acción procesal en 
perjuicio de la parte que comparece como demandada en 
el proceso, y que, aun cuando se trate de la Administra-
ción en el ámbito del proceso contencioso-administrativo, 
es también parte procesal y titular del derecho a la tutela 
judicial efectiva.

Como ya se manifestó en el proceso contencioso-admi-
nistrativo, el debate que se plantea constituye una cuestión 
de mera legalidad ordinaria, toda vez que el derecho a la 
tutela judicial efectiva es un derecho de configuración 
legal, que debe ejercitarse conforme a la concreta ley pro-
cesal de aplicación, de tal forma que la quiebra de los pre-
supuestos procesales recogidos en el art. 46.1 LJCA y la 
sanción jurídica que corresponde a la carencia de cuales-
quiera de ellos, determinando la imposibilidad de consti-
tuir la relación jurídico-procesal, se justifica en las propias 
normas que definen el contenido esencial de dicho dere-
cho fundamental. Derecho éste que admite la posibilidad 
de inadmisión de los recursos cuando no se den las condi-
ciones de ejercicio de la acción que operan como presu-
puesto de su procedibilidad.

La invocación por el recurrente en amparo del princi-
pio pro actione olvida que la aplicación de las causas de 
inadmisibildad no es contraria al ejercicio del derecho a la 
tutela judicial efectiva, y que quedaría al arbitrio de la 
parte actora, al menos cuando se impugna un acto pre-
sunto, la aplicación del plazo del art. 46.1 LJCA, lo que a 
su vez provocaría la lesión del derecho a la tutela judicial 
efectiva de la parte demandada.

En definitiva, la Sentencia recurrida no vulnera el 
derecho a la tutela judicial efectiva porque la aplicación 
que efectúa del art. 46.1 LJCA se funda en una interpreta-
ción razonable y no arbitraria del precepto.

8. El Ministerio Fiscal evacuó el trámite de alegacio-
nes conferido mediante escrito registrado en fecha 8 de 
mayo de 2006, en el que, con base en la argumentación 
que a continuación se resume, interesó la estimación de 
la demanda de amparo.

Tras señalar que no puede considerarse extemporá-
nea la demanda de amparo como consecuencia de una 
prolongación artificial de la vía judicial previa, ya que el 
recurrente intentó la preparación del recurso de casación 
por habérselo indicado expresamente el órgano judicial 
en la diligencia de notificación, el Ministerio Fiscal consi-
dera de aplicación la doctrina constitucional recogida en 
las SSTC 179/2003, de 13 de octubre, 188/2003, de 27 de 
octubre, y 220/2003, de 15 de diciembre, según la cual la 
Administración no puede verse beneficiada por el incum-
plimiento de su obligación de resolver expresamente en 
plazo las solicitudes de los ciudadanos, de modo que en 
caso de silencio administrativo no puede considerarse 
razonable aquella interpretación de los preceptos legales 
que prima la inactividad de la Administración, colocán-
dola en mejor situación que si hubiera cumplido son su 
deber de resolver.

Pues bien, en la Sentencia impugnada se aprecia la 
caducidad de la acción judicial y se impide el acceso a la 
jurisdicción de la pretensión del control del acto presunto 
recurrido porque el ahora demandante de amparo había 
dejado transcurrir el plazo de seis meses establecido 
legalmente, con lo que claramente la citada Sentencia ha 
cerrado de forma irrazonable y desproporcionada la posi-
bilidad de que el acto presunto recaído haya podido ser 
revisado en la vía contencioso-administrativa, habiendo 
optado por la solución que hacía totalmente inefectivo el 
ejercicio del derecho a la tutela judicial efectiva. De este 
modo se ha favorecido a la Administración, que ha visto 
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amparada su resolución presunta como consecuencia de 
su propia inactividad, frente a la actitud diligente de la 
parte actora, que, a pesar de no haberle sido notificada 
resolución expresa alguna y, por tanto, de haberse encon-
trado imposibilitada de tomar conocimiento de la fecha 
exacta en que debía comenzar a transcurrir el plazo seña-
lado de los seis meses, se ha visto perjudicada en sus 
derechos e intereses legítimos pese a haber impetrado de 
la Jurisdicción contencioso-administrativa la defensa de 
tales derechos e intereses mediante la interposición del 
oportuno recurso cuando creyó que habrían transcurridos 
los periodos de tiempo establecidos legalmente para 
entender producida la desestimación presunta de su 
recurso de reposición.

En definitiva, concluye el Ministerio Fiscal, no puede 
calificarse de razonable una interpretación que prime los 
efectos en la actuación de la Administración, colocán-
dola en mejor situación que si hubiera cumplido su 
deber de notificar con todos los requisitos legales. Por 
ello interesa la estimación del amparo solicitado, con 
retroacción de las actuaciones al momento de dictarse la 
Sentencia recurrida para que el órgano judicial se pro-
nuncie sobre la pretensión ejercitada en el proceso por 
el demandante de amparo con respeto al contenido del 
derecho fundamental vulnerado.

9. Por providencia de 1 de junio de 2006, se señaló 
para la deliberación y votación de la presente Sentencia el 
día 5 de junio siguiente.

II. Fundamentos jurídicos

1. La cuestión que se plantea en la presente demanda 
de amparo estriba en determinar si la Sentencia de la Sec-
ción Tercera de la Sala de lo Contencioso-Administrativo 
del Tribunal Superior de Justicia de Aragón, de 17 de sep-
tiembre de 2003, ha vulnerado, como sostienen el recu-
rrente en amparo y el Ministerio Fiscal, o no, como man-
tiene la representación letrada de la Diputación General 
de Aragón, el derecho a la tutela judicial efectiva, en su 
vertiente de derecho de acceso al proceso (art. 24.1 CE), 
por haber inadmitido por extemporáneo, al apreciar la 
caducidad del plazo de seis meses que establece el art. 
46.1 in fine de la Ley reguladora de la jurisdicción conten-
cioso-administrativa (LJCA), el recurso contencioso-
administrativo interpuesto por el solicitante de amparo 
contra la desestimación presunta por silencio administra-
tivo del recurso de reposición que había promovido con-
tra la Resolución del Director General de Cultura y Patri-
monio del Departamento de Cultura y Turismo de la 
Diputación General de Aragón, de 9 de agosto de 1999, 
sobre adjudicación de sendos contratos de consultoría y 
asistencia para el Centro de Documentación del Patrimo-
nio Aragonés.

2. El tema de fondo suscitado es sustancialmente 
idéntico al resuelto en la reciente STC 14/2006, de 16 de 
enero, cuya doctrina, que es el resultado de la mera pro-
yección al supuesto enjuiciado de la doctrina constitucio-
nal sobre la fijación y cómputo de plazos para la impugna-
ción del silencio administrativo desestimatorio (SSTC 
6/1986, de 21 de enero; 204/1987, de 21 de diciembre; 63/
1995, de 3 de abril; 188/2003, de 27 de octubre; 220/2003, 
de 15 de diciembre; 14/2006, de 16 de enero; 39/2006, de 
13 de febrero), resulta plenamente aplicable al caso que 
ahora nos ocupa. Dijimos entonces y hemos de reiterar 
ahora que «no puede calificarse de interpretación más 
favorable a la efectividad del derecho fundamental [a la 
tutela judicial efectiva (art. 24.1 CE)] aquélla que computa 
el plazo para recurrir contra la desestimación presunta del 
recurso de reposición como si se hubiera producido una 
resolución expresa notificada con todos los requisitos 
legales, cuando. caben otras interpretaciones que, en 
último término, eviten la contradicción y posición contra-

ria al principio pro actione que supone admitir que las 
notificaciones defectuosas –que implican el cumplimiento 
por la Administración de su obligación de resolver expre-
samente-puedan surtir efectos ‘a partir de la fecha en que 
el interesado realice actuaciones que supongan el conoci-
miento del contenido y alcance de la resolución o acto 
objeto de la notificación o resolución, o interponga cual-
quier recurso que proceda’ (art. 58.3 LPC), esto es, sin 
consideración a plazo alguno, y sin embargo, en los casos 
en que la Administración ha incumplido total y absoluta-
mente su obligación de resolver, como son los de silencio 
con efecto desestimatorio, imponer sin otra considera-
ción el cómputo del plazo para acceder a la jurisdicción a 
partir del día en que, de acuerdo con la normativa especí-
fica que resulte aplicable, se entienda presuntamente 
desestimada la petición o el recurso potestativo de repo-
sición –art. 46, apartados 1 y 4, LJCA» (STC 14/2006, de 16 
de enero, FJ 5).

3. Precisamente esto último es lo que ha acontecido 
en este caso, en el que el órgano judicial ha computado el 
plazo para el acceso a la jurisdicción a partir del día en 
que de acuerdo con la normativa específica (art. 117.2 de 
la Ley de régimen jurídico de las Administraciones públi-
cas y del procedimiento administrativo común, LPC, en la 
redacción dada por la Ley 4/1999, de 13 de enero) había de 
entenderse desestimado por silencio administrativo el 
recurso de reposición que el demandante de amparo 
interpuso contra la Resolución del Director General de 
Cultura y Patrimonio del Departamento de Cultura y 
Turismo de la Diputación General de Aragón, de 9 de 
agosto de 1999, obviando el incumplimiento por parte de 
la Administración de su obligación resolver expresamente 
el recurso de reposición (art. 42.1 LPC, en la redacción 
dada por la Ley 4/1999, de 13 de enero), así como del 
deber de informar al recurrente del plazo máximo norma-
tivamente establecido para la resolución y notificación 
del procedimiento, de los efectos que podía producir el 
silencio administrativo y, en fin, de la fecha en el que 
recurso había sido recibido por el órgano competente 
para su tramitación (art. 42.4 LPC, en la redacción dada 
por la Ley 4/1999, de 13 de enero). Así pues la aplicación 
de la doctrina constitucional expuesta ha de conducir a la 
estimación de la demanda de amparo.

FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Constitu-
cional, POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCIÓN DE LA 
NACIÓN ESPAÑOLA,

Ha decidido

Estimar la demanda de amparo de don José Laborda 
Yneva y, en su virtud:

1.º Declarar vulnerado el derecho del recurrente en 
amparo a la tutela judicial efectiva (art. 24.1 CE).

2.º Restablecerlo en su derecho y, a tal fin, declarar la 
nulidad de la Sentencia de la Sección Tercera de la Sala de 
lo Contencioso-Administrativo del Tribunal Superior de 
Justicia de Aragón, de 17 de septiembre de 2003, recaída 
en el recurso contencioso-administrativo núm. 169-2000, 
retrotrayendo las actuaciones al momento inmediata-
mente anterior al de haberse dictado la mencionada Sen-
tencia para que se dicte otra respetuosa con el derecho 
fundamental vulnerado.

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del 
Estado».

Dada en Madrid, a cinco de junio de dos mil seis.–Gui-
llermo Jiménez Sánchez.–Vicente Conde Martín de Hijas.–
Elisa Pérez Vera.–Eugeni Gay Montalvo.–Ramón Rodríguez 
Arribas.–Pascual Sala Sánchez.–Firmado y rubricado.
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Voto particular que formula el Magistrado don Vicente 
Conde Martín de Hijas, al que se adhiere doña Elisa Pérez 
Vera, respecto de la Sentencia de fecha 5 de junio de 2006, 

dictada en el recurso de amparo núm. 1257-2004

En la medida en que la actual Sentencia es pura traslación 
al caso decidido por ella de la doctrina de la STC 14/2006, 
de 16 de enero («Boletín Oficial del Estado» de 15 de febrero 
de 2006), y que respecto a ésta manifesté mi disentimiento en 
Voto particular, manifiesto aquí igualmente mi disentimiento 
por las mismas razones ya expresadas en el referido Voto, a 
cuyos argumentos me refiero íntegramente sin necesidad de 
reiterarlos ahora.

Madrid, a cinco de junio de dos mil seis.–Vicente 
Conde Martín de Hijas.–Firmado y rubricado. 

 12220 Sala Primera. Sentencia 176/2006, de 5 de 
junio de 2006. Recurso de amparo 1454-2004. 
Promovido por don César Igual Coll frente a 
los Autos de la Audiencia Provincial y de un 
Juzgado de Instrucción de Valencia que acor-
daron el sobreseimiento provisional de unas 
diligencias previas por delito de fraude proce-
sal en previos litigios de separación y divorcio. 

 Supuesta vulneración del derecho a la tutela 
judicial efectiva (acceso a la justicia penal): 
rechazo de querella motivado por remisión al 
informe del Fiscal y con reserva de acciones 
civiles. Voto particular.

La Sala Primera del Tribunal Constitucional, com-
puesta por doña María Emilia Casas Baamonde, Presi-
denta, don Javier Delgado Barrio, don Jorge Rodríguez-
Zapata Pérez, don Roberto García-Calvo y Montiel, don 
Manuel Aragón Reyes y don Pablo Pérez Tremps, Magis-
trados, ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 1454-2004, promovido 
por don César Igual Coll, representado por la Procuradora 
de los Tribunales doña María Eugenia Carmona Alonso y 
asistido por el Letrado don Fernando Sánchez García, 
contra el Auto de la Sección Quinta de la Audiencia Pro-
vincial de Valencia, de 17 de febrero de 2004, que con-
firma en apelación el Auto de 7 de noviembre de 2003 
dictado por el Juzgado de Instrucción núm. 16 de Valen-
cia, en las diligencias previas núm. 2875-2003, por el que 
se decreta el sobreseimiento provisional de las actuacio-
nes. Ha intervenido el Ministerio Fiscal. Ha sido Ponente 
el Magistrado don Manuel Aragón Reyes, quien expresa 
el parecer de la Sala.

I. Antecedentes

1. Mediante escrito registrado en este Tribunal el día 8 
de marzo de 2004, el recurrente manifestó su voluntad de 
interponer recurso de amparo contra las resoluciones 
citadas en el encabezamiento, solicitando el nombra-
miento de Procurador y Letrado del turno de oficio. Una 
vez efectuadas las correspondientes designaciones, 
mediante escrito que tuvo entrada en el Registro General 
de este Tribunal el día 24 de mayo de 2004, la Procuradora 
de los Tribunales doña María Eugenia Carmona Alonso, 

en nombre y representación de don César Igual Coll, for-
malizó el recurso.

2. Los hechos en los que tiene su origen el presente 
proceso de amparo y relevantes para su resolución son, 
sucintamente expuestos, los siguientes:

a) El demandante de amparo interpuso el día 17 de 
septiembre de 2003 una querella contra doña Blanca 
Crespo Moreno, por la presunta comisión de un delito de 
estafa con simulación de pleito o fraude procesal, de los 
arts. 248.1 y 250.2 del Código penal (en adelante CP), 
correspondiendo su conocimiento al Juzgado de Instruc-
ción núm. 16 de los de Valencia, que incoó las diligencias 
previas núm. 2875-2003.

En la querella se imputaba a la querellada (ex esposa 
del querellante y madre de un hijo común) que a través de 
diferentes procedimientos judiciales de ejecución de sen-
tencia, abusando de las garantías procesales excepciona-
les que la ley otorga a los procedimientos de familia para 
salvaguardar los intereses de los menores, obtuvo el 
embargo de bienes del querellado, consiguiendo para sí 
una cantidad superior a la adeudada, por importe de 
5.920’14 euros. Las diligencias cuya práctica se interesaba 
en la querella eran la declaración de la querellada y docu-
mental, teniendo por reproducidos los documentos que 
acompañan a la querella.

El Juzgado de Instrucción núm. 16 de Valencia tuvo 
por personado y parte al querellante por providencia 
de 14 de octubre de 2003, en la que se dio traslado de las 
actuaciones al Ministerio Fiscal para que informase sobre 
«si los hechos son o no penalmente relevantes».

El día 27 de octubre de 2003 el Ministerio Fiscal emitió 
su informe, en el que interesaba el sobreseimiento provi-
sional de las diligencias por considerar que los hechos no 
son constitutivos de delito, considerando que «la petición 
de dinero efectuada por el actuar negligente o tardío del 
querellante en ningún caso constituye el delito preten-
dido, cuya corrección en su caso debe rectificarse en otro 
tipo de procedimiento».

b) Por Auto de 7 de noviembre de 2003 del Juzgado 
de Instrucción núm. 17 de Valencia se decretó el sobresei-
miento provisional de las actuaciones.

Dicho Auto recoge en su hecho único el contenido del 
informe del Ministerio Fiscal, en el que se solicita el 
sobreseimiento provisional «al considerar que los hechos 
en ningún caso constituyen el delito pretendido, y su 
corrección debe rectificarse en otro tipo de procedi-
miento». Y en su razonamiento jurídico único se afirma lo 
siguiente: «Del contenido del escrito de querella inter-
puesto … no resulta debidamente justificada la perpetra-
ción del delito que dio motivo a la formación de la causa. 
Por consiguiente, de conformidad con lo dispuesto en los 
artículos 779.1.1 y 641.1 de la Ley de Enjuiciamiento Crimi-
nal, y con lo interesado por el Ministerio Fiscal en su 
informe de fecha 27 de octubre de 2003, procede acordar 
el sobreseimiento provisional de las actuaciones».

c) Interpuesto recurso de apelación contra la ante-
rior resolución, el mismo fue desestimado por Auto de la 
Sección Quinta de la Audiencia Provincial de Valencia, de 17 
de febrero de 2004.

El razonamiento jurídico primero de dicho Auto tiene 
el siguiente tenor literal: «Que a la vista de las alegaciones 
de las partes, y de la causa remitida, se está en el caso de 
tener que desestimar el recurso interpuesto. Dice el recu-
rrente que la querellada habría incurrido en delito de 
estafa procesal, al haber instado en varios procedimien-
tos el pago por el querellante, o el embargo de bienes o 
de ingresos de éste, para el cobro de cantidades que, en 
todo o en parte, no le correspondían, y se refiere a una 
larga lista de procedimientos judiciales, y de cantidades 
por deudas, costas e intereses, a la que muy bien se 
puede aplicar las expresiones que el propio recurrente 
dirige a la parte contraria, a saber, ”enrevesamiento pro-


